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	Entidad originadora:
	DIRECCIÓN DE VIVIENDA RURAL 

	Fecha (dd/mm/aa):
	25 de abril de 2022

	Proyecto de Decreto/Resolución:
	“Por la cual se modifica la Resolución 0536 de 2020”

	1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN.

(Por favor explique de manera amplia y detallada: la necesidad de regulación, alcance, fin que se pretende y sus implicaciones con otras disposiciones, por favor no transcriba con considerandos) 

El 25% de la población colombiana está asentada en el territorio nacional clasificado como suelo rural lo cual representa a un numero de 11.833.841 de habitantes, según la información del Censo Nacional de Población y Vivienda 2018 del DANE.

Si bien este grupo equivale a una cuarta parte del total de la población del país, se caracteriza por contar con brechas significativas en materia de necesidades básicas insatisfechas y calidad de vida con respecto de la población asentada en la zona urbana.

De los indicadores más relevantes que dan cuenta de lo anterior es el del déficit habitacional, el cual confirma que en la zona rural las carencias cuantitativas y cualitativas en materia de vivienda por parte de los hogares colombianos son tres veces mayores que en el perímetro urbano:

Déficit habitacional rural

Déficit habitacional urbano

68,2%

20,4%
Déficit cuantitativo

Déficit cuantitativo

20,7%

3,7%
Déficit cualitativo

Déficit cualitativo

47,5%

16,7%

Fuente: Déficit habitacional según Encuesta Nacional de Calidad de Vida DANE 2021
Dado que el artículo 255 de la Ley 1955 de 2019 dispuso que a partir del año 2020 la formulación y ejecución de la política de vivienda rural se encontraría a cargo del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (MVCT), el Gobierno nacional expidió el Decreto 1341 de 2020 que reglamentó esa competencia, sentó las bases de lo que debía buscar la política, hizo algunas definiciones entre ellas la del subsidio familiar de vivienda rural (SFVR) ajustado a los valores establecidos en la ley del Plan Nacional de Desarrollo y permitió que por resolución se adoptara la política, lo cual se hizo mediante la expedición de la Resolución 0536 de 2020 del MVCT. 
En este instrumento también se adoptó la metodología de focalización y se reglamentó el proceso de asignación del SFVR en sus diferentes modalidades (vivienda nueva en especie y mejoramiento de vivienda), así mismo, se estableció una ruta expedita para los hogares restituidos en virtud de las sentencias de los jueces de restitución de tierras, que por mandato de la ley de victimas (Ley 1448 de 2011) debían tener una atención prioritaria.

El objetivo esencial de los instrumentos expedidos, Decreto 1341 de 2020 que adicionó al 1077 de 2015, único del sector; la Resolución 0536 de 2020; y el mismo documento de política, no es otro que “disminuir el déficit cualitativo y cuantitativo rural en Colombia por medio de soluciones de vivienda digna (saludable, segura y sostenible), que contribuyan con la disminución de la pobreza y el mejoramiento de la calidad de vida de los hogares rurales.” (pág. 51 del documento Política Pública de Vivienda de Interés Social Rural).
Esta política, que se ha venido ejecutando desde octubre de 2020, fue reiterada por la expedición de la Ley 2079 del 14 de enero de 2021, “Por medio de la cual se dictan disposiciones en materia de vivienda y hábitat”, en la cual se adoptaron normas que generan la necesidad de modificar el ordenamiento jurídico expedido en virtud de la competencia asumida por el MVCT en materia de vivienda rural, en concreto de la Resolución 0536 de 2020 en la cual se reglamenta el SFVR.
Así las cosas, uno de los aspectos de mayor importancia en la Ley 2079 de 2021 fue el contenido en el artículo 13 que modificó el artículo 8° de la Ley 3ª de 1991, previamente ajustado por el artículo 21 de la Ley 1537 de 2012, en el cual se precisan las causales de restitución del SFVR siendo preciso actualizar las referidas disposiciones en la Resolución 0536 de 2020.
Por su parte, el artículo 19 de la Ley 2079 de 2021 modificó la población objetivo materia de los programas de vivienda rural, que no es otra que “la población que habita en suelo rural definido en los POT, PBOT y EOT y se encuentra en condiciones de alta pobreza multidimensional y déficit habitacional, la cual será atendida de manera diferencial de acuerdo con el género, etnia, edad, condición de discapacidad y prácticas socioculturales. (…) Adicionalmente se tendrá en cuenta, ajustada a las realidades socioeconómicas de la región cómo criterio de priorización, la población que se encuentre en situación de pobreza y vulnerabilidad, la población víctima del conflicto armado, aquella que se encuentre debidamente reconocida y cumpliendo con el proceso de reincorporación en el marco de lo establecido en los Acuerdos de Paz y las mujeres víctimas de violencia de género extrema establecidas en la Ley 2172 de 2021. Para tal efecto, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio recurrirá a la información proveniente de las bases de datos utilizadas para la focalización como SISBÉN, UARIV, UNIDOS, ARN, DPS…”, lo cual deberá incorporarse en el artículo 16 de la Resolución 0536 de 2020, agregando que se podrán atender a otros segmentos poblacionales como son las “comunidades étnicas u organizaciones campesinas, entre otras”, permitiendo llegar de manera focalizada a estas comunidades y a las mujeres víctimas de violencia de género extrema definidas en el artículo 2º de la Ley 2172 de 2021.  
A su vez, la Ley 2079 de 2021 incluyó el aumento del valor del SFVR en zonas de difícil acceso –algo que ya estaba en la 0536– pero nos da la oportunidad de abordar el valor de este de manera integral, para lo cual se modifica el artículo 11 de la Resolución 0526/20 y se introduce el desarrollo reglamentario de la vivienda nueva en dinero, modalidad que a pesar de haber sido definida en el numeral 3º del artículo 2.1.10.1.1.2.1 del Decreto 1341 de 2020, no se había reglamentado y se deja exclusivamente para la ruta de atención de hogares restituidos mediante orden judicial (jueces de restitución de tierras), mediante la cual la entidad otorgante (Fonvivienda) asigna recursos en dinero como complemento para la adquisición o construcción en sitio propio de una vivienda nueva entendiéndose por tal, aquella que no ha sido habitada.
También en la modificación del artículo 7º de definiciones de la Resolución 0536 de 2020 se incluyen conceptos que facilitarían la solución para los hogares con carencias habitacionales, en especial los tipos de 
mejoramiento de vivienda rural en donde se reorganiza su clasificación como de acceso a servicios públicos, locativos, estructurales y modulares, tratándose de cubrir la mayor cantidad de problemas que se presentan y se acentúan aún más en las viviendas edificadas en suelo rural. 

De otra parte y en ese mismo tema de definiciones, se reajusta el concepto de dialogo social elevándolo a la categoría de acompañamiento social como algo más genérico, se define lo que se debe entender por soluciones de vivienda, autoconstrucción y autogestión, estas dos últimas categorías de esquemas de ejecución traídas al escenario rural por la visión planteada por el Gobierno nacional en las bases del Plan Nacional de Desarrollo que está en discusión en el Congreso de la República, en donde se tienen en cuenta esquemas o modelos autogestionarios, de acceso a crédito y de construcción en sitio propio, para de esta manera contribuir a la disminución del déficit habitacional y reducir la desigualdad y la exclusión de la población rural (ver página 183 del documento Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026: Colombia, Potencia Mundial de la Vida), que no obstante habían sido tenidos como referente de reglamentación en la Política de Vivienda Rural (pág. 60 del documento de Política).

Por último, en ese mismo artículo 7º de la Resolución 0536 de 2020 que se pretende modificar, se definen conceptos que habían sido previstos en instrumentos técnicos pero no a la escala normativa de resolución reglamentaria, como lo es la interventoría en los proyectos de vivienda y mejoramientos así como su campo de aplicación y el certificado de existencia y habitabilidad de la vivienda de interés social rural y las normas que este debe verificar.

Mediante la Resolución 410 de 2021 por medio de la cual se adopta el Plan Nacional de Construcción y Mejoramiento de Vivienda de Interés Social Rural- PNVISR en el marco de la Política Pública de Vivienda de Interés Social Rural y el Plan Marco de Implementación del Acuerdo de Paz, en cumplimiento del artículo 12 del Decreto-Ley 890 de 2017, “De conformidad con la Reforma Rural Integral y el Plan Nacional de Desarrollo, el Plan Nacional de Construcción y Mejoramiento de Vivienda Social Rural se deberá integrar con los demás planes nacionales para la Reforma Rural Integral y sus respectivas políticas, con el 'propósito de lograr intervenciones integrales en las zonas rurales. Las entidades competentes deberán generar instrumentos que permitan la implementación articulada de proyectos en territorio” se hace necesario incorporar en la Resolución 0536 de 2020, una articulación de los programas de vivienda rural con los beneficiarios del plan de distribución de tierras.

Se aprovecha este ejercicio modificatorio para ajustar lo referente a la financiación del SFVR incluyendo los recursos provenientes del Sistema General de Regalías (SGR), y aspectos referentes al proceso de asignación del subsidio como lo es el rechazo de la postulación (artículo 32), las condiciones de legalización y pago (artículo 37) y ruta de atención a los hogares restituidos (artículo 34), entre otras modificaciones menores que buscan claridad en los conceptos y pasos a seguir en la operatividad de la implementación que siempre estará sujeta a mejoras continuas, incluyéndose en las excepciones de topes al departamento del Guaviare, el cual es innegable que debe estar entre el listado de los entes con mayor asentamiento rural y merecedor de la atención pertinente.
Finalmente y desde la perspectiva de que el programa de vivienda de interés social es uno solo, representado en el SFVR en sus tres modalidades (vivienda nueva en especie, vivienda nueva en dinero y mejoramiento), se plantean unos esquemas de ejecución que además de la contratación delegada abarcan la autoconstrucción y la autogestión –como se dijo atrás–, la adquisición de vivienda o mejoramiento y la transferencia a título de subsidio en especie de una vivienda nueva o una vivienda en dinero, esta última sólo por mandato judicial.

	

	2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO

 (Por favor indique el ámbito de aplicación o sujetos obligados de la norma)

El ámbito de aplicación del proyecto de resolución que modifica la Resolución 0536 de 2020 es de nivel nacional. 
Este proyecto normativo se encuentra dirigido a todas las personas y entidades que hacen parte de la Política Púbica de Vivienda de Interés Social Rural, especialmente a los beneficiaros del SFVR.

	3.   VIABILIDAD JURÍDICA

    (Por favor desarrolle cada uno de los siguientes puntos)

3.1. Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo

a) Fundamento Constitucional 
El artículo 51 de la Constitución Política de Colombia establece que es deber del Estado promover el acceso a una vivienda, para lo cual dispone que “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos programas de vivienda.”
b) Fundamento legal y reglamentario

El artículo 59 de la Ley 489 de 1998 establece que sin perjuicio de lo dispuesto en sus actos de creación o en leyes especiales, son funciones de los ministerios “3. Cumplir las funciones y atender los servicios que les están asignados y dictar, en desarrollo de la ley y de los decretos respectivos, las normas necesarias para tal efecto”, así como “6. Participar en la formulación de la política del Gobierno en los temas que les correspondan y adelantar su ejecución.”
Conforme a lo establecido en el artículo 1º del Decreto 3571 de 2011, “el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio tendrá como objetivo primordial lograr, en el marco de la ley y sus competencias, formular, adoptar, dirigir, coordinar y ejecutar la política pública, planes y proyectos en materia del desarrollo territorial y urbano planificado del país, la consolidación del sistema de ciudades, con patrones de uso eficiente y sostenible del suelo, teniendo en cuenta las condiciones de acceso y financiación de vivienda, y de prestación de los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico”.
En este marco de funcionalidad, el artículo 255 de la Ley 1955 de 2019 dispuso que, a partir del año 2020, la formulación y ejecución de la política de vivienda rural se encuentra a cargo del MVCT, siendo esta cartera la que en representación del Gobierno nacional diseñará un plan para la efectiva implementación de una política de vivienda rural, por lo que es la encargada de coordinar y liderar la ejecución de los proyectos de vivienda y mejoramiento de vivienda encaminados a la disminución del déficit habitacional rural, apalancándose en el Fondo Nacional de Vivienda “Fonvivienda” para administrar y ejecutar los recursos asignados, en los términos del artículo 6o de la Ley 1537 de 2012 o la norma que lo modifique, sustituya o complemente.

Como consecuencia de lo mencionado, los numerales 1, 2 y 8 del artículo 18A del Decreto Ley 3571 de 2011, modificado por el Decreto 1604 de 2021, que establece los objetivos, estructura y funciones del MVCT asignó a la Dirección de Vivienda Rural la función de diseñar, promover, hacer seguimiento y evaluar la Política Pública de Vivienda Interés Social Rural, y de manera específica, promover la implementación del SFVR en coordinación con las entidades vinculadas al Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social, lo cual se ejecuta a través de las funciones de la Subdirección de Política y Apoyo Técnico.

Cabe indicar que Decreto 1077 de 2015 (adicionado por el Dec. 1341/20) define el SFVR como un aporte estatal o parafiscal en dinero o especie entregado al beneficiario por la entidad otorgante del mismo, con el objeto de facilitarle una solución de vivienda, sin cargo de restitución. Y que mediante la Resolución 0536 del 19 de octubre de 2020 expedida por el MVCT se adoptó la política, la metodología de focalización de beneficiarios del SFVR, se reglamentó el subsidio y se creó la ruta de atención para la población restituida.
Por ende, debido a los cambios surgidos con la Ley 2079 de 2021 y la Ley 2172 de 2021, es necesario realizar el ajuste planteado.
3.2. Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada

La Constitución Política, el Decreto Ley 3571 de 2011, la Ley 1955 de 2019, Ley 2079 de 2021, Ley 2172 de 2021 y el Decreto 1077 de 2015, se encuentran vigentes, al igual que la Resolución 0536 de 2020, la cual es objeto de modificación a través del presente proyecto normativo. 

3.3. Disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas 
El presente proyecto modifica el artículo 6, modifica los numerales 3, 12, 14 y 16 del artículo 7, adiciona los numerales 17, 18, 19, 20, 21, 22 y 23 al artículo 7, adiciona el artículo 8A, modifica el artículo 11, adiciona el artículo 11A, adiciona un parágrafo al artículo 12, adiciona los artículos 14A, 14B, 14C y 14 D, modifica el artículo 16, adiciona un parágrafo al artículo 17, adiciona un parágrafo al artículo 21, modifica el artículo 23, modifica el artículo 32, modifica el artículo 37, modifica el artículo 39, modifica el numeral 2 del artículo 42, adiciona el parágrafo 5 al artículo 54, adiciona un parágrafo al artículo 56, modifica el artículo 64, modifica el artículo 76, deroga los artículos 77 y 78 y en su reemplazo adiciona los Títulos V y VI de la Resolución 0536 de 2020.
3.4. Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción)

Ninguna

3.5. Circunstancias jurídicas adicionales 

Ninguna


	4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere)
(Por favor señale el costo o ahorro de la implementación del acto administrativo)

En el presente decreto no se identificó impacto económico para la administración ni para los administrados.

	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere)
(Por favor indique si cuenta con los recursos presupuestales disponibles para la implementación del proyecto normativo) 

No se requiere identificar los costos fiscales del proyecto normativo ni la fuente para la financiación, pues en este caso el proyecto no genera impacto presupuestal.

La expedición del proyecto normativo no requiere de Certificado de Disponibilidad Presupuestal.


	6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se requiere)
(Por favor indique el proyecto normativo tiene impacto sobre el medio ambiente o el Patrimonio cultural de la Nación) 
Las disposiciones contenidas en el proyecto de decreto no tienen los referidos impactos.

	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos) 

	

	N.A.

	

	ANEXOS: 

	Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de incorporación en la agenda regulatoria 

(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora)
	X

	Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de evaluación de conformidad)
	N.A.

	Informe de observaciones y respuestas 

(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y grupos de interés sobre el proyecto normativo)
	X

	Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio

(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los mercados)
	N.A.

	Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la Función Pública

(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite)
	N.A.

	Otro 

(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante o de importancia)
	N.A.


Aprobó:
_________________________________
NELSON ALIRIO MUÑOZ LEGUIZAMÓN 
Jefe Oficina Asesora Jurídica 
___________________________________
DANIEL EDUARDO CONTRERAS CASTRO
Director de Vivienda Rural
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